


PROYECTO DE LEY

Artículo 1: Modifícase el artículo 6 de la ley 4895, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"Artículo 6. Sujetos Comprendidos.- Quedan comprendidos dentro de las disposiciones del presente capítulo:

a) El Jefe/a y Vice-Jefe/a de Gobierno, los Ministros, Secretarios, Subsecretarios, Directores Generales o equivalentes, Jefes de Departamento del Poder Ejecutivo y los titulares de los entes descentralizados;

b) Los Diputados/as de la Ciudad, Secretarios/as, Subsecretarios/as, Directores Generales, y Jefes de Departamento o cargo equivalente de la Legislatura de la Ciudad de Buenos Aires;

c) Los miembros del Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Magistratura, el Fiscal General, el Defensor General, el Asesor General de Incapaces, los Camaristas, Jueces, Fiscales y Defensores; y los adjuntos, Secretarios y Prosecretarios de todos los organismos mencionados o cargos equivalentes;

d) Los miembros de las Juntas Comunales;

e) El Síndico General, el Procurador General y sus adjuntos, los Directores Generales de la Procuración, los miembros de la Auditoría General de la Ciudad, el Defensor del Pueblo y sus adjuntos, como así también el personal con categoría no inferior a jefe de departamento o equivalente del personal de dichos organismos;

f) Los Directores, el Síndico, el Gerente General y Subgerente General del Banco de la Ciudad de Buenos Aires;

g) Toda persona que integre comisiones de evaluación de ofertas o de adjudicación en licitaciones públicas o privadas de compra o contratación de bienes o servicios en que intervenga la Ciudad;

h) Las personas que integren los organismos de control, con categoría no inferior a la de Director General;

i) Los directivos, síndicos e integrantes de los directorios de los organismos descentralizados, entidades autárquicas, organismos de seguridad social, las empresas y sociedades del Estado, sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, 
sociedades de economía mixta y todas aquellas otras organizaciones, donde el Estado de la Ciudad tenga participación en el capital o en la formación de las decisiones societarias; 

j) El Jefe, el personal de calle y personal administrativo, a partir de Jefe de Departamento o su equivalente,  de la Policía Metropolitana. 

k) Personal de planta transitoria, contratado, en comisión o adscripción, que pertenezcan a la Administración Pública Nacional, a Administraciones provinciales o municipales que cumplan funciones en el Gobierno de la Ciudad que administren fondos públicos, que pertenezcan a comisiones de presupuesto de preadjudicación, y / o que participen en la toma de decisiones en licitaciones públicas o en la compra y recepción de bienes. 

l) Todos aquellos funcionarios públicos encargados de aplicar multas o sanciones administrativas.

m) Los candidatos a cargos públicos electivos en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, hayan ganado o no la elección, así como las autoridades de los partidos políticos o las personas que administren fondos públicos, de conformidad con la ley 268". 

Artículo 2: Modifíquese el artículo 18 de la ley 4895, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"Artículo 18. Publicidad.- El listado de las declaraciones juradas presentadas por las personas señaladas en el artículo 6° deberá ser publicado en el Boletín Oficial en el plazo de sesenta (60) días y podrá ser consultadas en el sitio Web del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Asimismo, en el mismo sitio deben mencionarse e individualizarse a las personas que no presentaron las declaraciones juradas y a aquellas que las presentaron fuera de término, además de las penalidades impuestas por esas razones".

Artículo 3: Modifíquese el artículo 19 de la ley 4895, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"Artículo 19. Acceso a la Información.- Las declaraciones juradas patrimoniales son públicas y su contenido puede ser consultado por cualquier persona con la sola condición de su identificación, conforme a lo dispuesto por la Ley 104 de Acceso a la Información. La información brindada se limitará a la enunciación y enumeración de los 
bienes que componen el patrimonio declarado, a la mención e individualización de las personas incumplientes, y exceptuará en todos los casos la enunciada en el artículo 21.

La persona que acceda a una declaración jurada mediante el procedimiento previsto en esta Ley, no podrá utilizarla para:

a) Cualquier propósito comercial, exceptuando a los medios de comunicación y noticias para la difusión al público en general;

b) Determinar o establecer la clasificación crediticia de cualquier individuo; o

c) Efectuar en forma directa o indirecta, una solicitud de dinero con fines políticos, benéficos o de otra índole".

Artículo 4: Modifícase el artículo 30 de la ley 4895, el que quedará redactado de la siguiente manera:                  
"Artículo 30. Penalidades: Sin perjuicio de las sanciones establecidas en el régimen propio de su función, las personas comprendidas en la presente ley que no cumplieren con las obligaciones aquí establecidas, se encuentran sujetos al presente régimen sancionatorio: 

a) Por presentación fuera de término de la declaración jurada, se aplicarán multas del 25 % en los haberes mensuales. 

b) Por falta de presentación de la declaración jurada cumplidos los treinta (30) días hábiles, se bloquearán los haberes de los funcionarios incumplientes. 

c) Si la falta de presentación de la declaración jurada persiste sesenta (60) días hábiles después del vencimiento del plazo establecido en el acápite anterior, el funcionario público deberá ser cesanteado en sus funciones. Quienes sean cesanteados por este motivo, no podrán cumplir funciones en la Ciudad por los siguientes tres (3) años".    

Artículo 5: Modifícase el artículo 32 de la ley 4895, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 32. Las entidades públicas brindarán cursos de formación para el personal que se desempeñe en ellas los cuales contemplarán aspectos referentes a la moral administrativa, incompatibilidades, prohibiciones y conflictos de intereses en la función pública, además de los otros aspectos a los que refiere la presente ley.

Será obligación de los funcionarios públicos la asistencia a estos cursos y el tiempo que insuman se imputará a la jornada de trabajo del funcionario.

Las autoridades de aplicación de la presente deberán preparar el material didáctico que se pondrá al alcance de las diversas entidades públicas”.

Artículo 6: Incorpórese como artículo 35 de la ley 4895 el siguiente:

"Artículo 35. El Ministerio de Educación  coordinará con los establecimientos de educación de gestión pública y gestión privada la implementación de cursos de instrucción en los niveles de educación primaria y media sobre los diferentes aspectos a que refiere la presente ley, debiendo poner énfasis en los derechos y deberes de los ciudadanos frente a la Administración y las responsabilidades de las autoridades y funcionarios públicos.
Artículo 7: De forma. 

FUNDAMENTOS

Señora Presidente:

              
       Tal como señalé en ocasión de presentar el Proyecto de Ley 2169-D- 2014 - que también tiene por objeto modificar la ley 4895 -, creo que la reciente sanción de la Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública es un enorme paso adelante no sólo en lo referido al control de la transparencia en todos los ámbitos de la Administración Pública y en los distintos poderes del Estado, sino también en la observancia de las normas locales, nacionales e internacionales que procuran asegurar la eficacia de las medidas para prevenir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas.  



      En esa oportunidad también sostuve que si bien la citada ley constituyó un gran avance, es para mí una obligación como legisladora trabajar con miras a lograr mecanismos de control más eficaces y requisitos más estrictos a los fines de asegurar el cumplimiento de las normas de ética necesarias para el ejercicio de la función pública.



     En consecuencia, opino que la rendición de cuentas por parte de los funcionarios que administran fondos públicos constituye un aspecto esencial para la gobernabilidad, por intermedio del cual los servidores públicos se encuentran obligados a informar, justificar y responsabilizarse por sus acciones y decisiones durante su desempeño en cargos públicos. 



     Cabe recordar en este sentido que tanto la Convención Interamericana contra la Corrupción - que fuera ratificada por nuestro país a través de la sanción de la ley 24.759 - como la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, determinan que los estados partes deben establecer medidas en el sentido de fortalecer los sistemas de declaración de ingresos activos y pasivos de los funcionarios, y a los fines de evitar posibles conflictos de intereses respecto de las atribuciones que se les otorgan a los funcionarios públicos.     



     De esta manera, este proyecto plantea diversas iniciativas en el sentido de fortalecer las normas de Ética en la Función Pública y de abrir nuevas instancias de debate en lo que respecta a la transparencia en la administración de los fondos estatales en el territorio de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 



Entre las mismas se encuentran la ampliación de aquellos agentes públicos que están obligados a presentar declaraciones juradas, la publicación en la página web del Gobierno de la Ciudad de los nombres de los funcionarios incumplientes, el establecimiento de penalidades, de programas de capacitación para los agentes públicos, y el dictado de cursos de instrucción referidos a la aplicación de la ley en los establecimientos de educación de gestión pública y gestión privada de educación primaria y secundaria.  



A continuación, enumeraré y analizaré en forma separada las diferentes modificaciones a la ley 4895 que se proponen a través del presente proyecto. 

- Ampliación de los Sujetos Comprendidos en Incompatibilidades y Conflicto de Intereses. 



En primer término, sugiero modificar el artículo 6 que enumera los sujetos comprendidos en las Incompatibilidades y Conflictos de Intereses que enuncia la ley 4895. A través de la presente iniciativa se propone que queden comprendidos dentro del Capítulo III de la ley 4895 - titulado "Incompatibilidades y Conflicto de Intereses" - y, en consecuencia, obligados a presentar declaración jurada patrimonial, todos los funcionarios con categoría no inferior a la de Jefe de Departamento o equivalente y los encargados de aplicar sanciones o multas administrativas.



También planteo que deben encontrarse comprendidos en el capítulo referido aquellas personas que se presenten como candidatos a cargos electivos en la Ciudad de Buenos Aires, las autoridades de los partidos políticos y quienes administren fondos públicos, de conformidad con lo establecido por la ley 268. 



En el mismo sentido, también propongo ampliar la obligación de presentar declaraciones juradas patrimoniales a todo el personal dependiente de otras jurisdicciones que preste servicios en el Gobierno de la Ciudad bajo cualquier modalidad contractual, que tengan como función administrar fondos públicos, que pertenezcan a comisiones de preadjudicación o  que  participen en la toma de decisiones en licitaciones públicas o en la compra de bienes. 



Por último, también entiendo que debe ampliarse la obligación de presentar declaraciones juradas al personal de la Policía Metropolitana que se desempeñe en la vía pública y al personal administrativo de la fuerza, a partir de la categoría de Jefe de Departamento. 
- Individualización de los Funcionarios Incumplientes.


En este punto, considero necesario ampliar el régimen de publicidad de las declaraciones juradas establecido en el artículo 18 de la norma que propongo modificar. Cabe recordar que la ley vigente prescribe la publicidad de las declaraciones juradas, las que deben ser publicadas en el Boletín Oficial en un plazo de sesenta (60) y pueden ser consultadas en el sitio Web del Gobierno de la Ciudad. 

                            A través de la presente iniciativa, sugiero que, además,  en la página del Gobierno se individualice y mencione a aquellos funcionarios o aspirantes a serlo que presentaron las declaraciones juradas fuera de término, los que incumplieron con esa obligación y las penalidades que les fueron impuestas por esas razones. 



Considero en este aspecto que la ampliación que planteo posibilitará el adecuado acceso por parte de la ciudadanía al derecho a percibir información completa, veraz, adecuada y oportuna respecto a la evolución patrimonial de los agentes públicos y el cumplimiento de la manda establecida en el artículo 56 de la Constitución de la Ciudad que determina que los funcionarios son responsables por los actos u omisiones en que incurran y que deben presentar una declaración jurada de bienes al momento de asumir y cesar sus cargos. 

- Establecimiento de Penalidades. 



Considero que uno de los aspectos más débiles y perfectibles de la ley 4895 lo constituye el régimen de sanciones que se establecen en caso de incumplimiento. En este aspecto, tengo la convicción que para que la legislación que establece obligaciones sea efectiva, deben establecerse sanciones y penalidades que sean proporcionales al incumplimiento de las mismas, de manera tal de asegurar que el régimen establecido sea eficaz. 



Por ello, considero imprescindible corregir el laxo sistema de sanciones establecido por la ley 4895, a los fines de asegurar el cumplimiento de la misma y el castigo a los funcionarios que no observan las prescripciones establecidas en la misma. 



De esta manera, a través de la presente iniciativa se sugiere implantar un régimen de penalidades en el que se establezcan multas del 25 % de los haberes mensuales del funcionario que presente la declaración jurada fuera de término; el bloqueo del salario del funcionario que no la presente cumplidos los treinta (30) días hábiles de encontrase obligado a hacerlo; y el cesanteo del agente que no cumpla con su obligación pasados los noventa (90) días de encontrarse obligado a hacerlo. Además propongo que, en este último caso, el funcionario cesanteado por ese motivo no pueda ejercer funciones en la Ciudad por un lapso de tres (3) años.    

- Profundización de los Programas de Capacitación. 



Un aspecto que creo fundamental en lo que respecta a la temática que aborda el presente proyecto de ley, lo constituye la formación de una verdadera cultura por parte de todas aquellas personas que se desempeñan en la función pública de la observancia de los principios de ética en el cumplimiento de sus funciones. 

            En efecto, opino que ningún instrumento normativo que regule estos aspectos será eficaz, si no se complementa con la implementación de programas de formación y educación de los agentes que contemplen aspectos vinculados a la observancia de la presente ley y al ejercicio de las buenas prácticas administrativas. 



Por ello, propongo que las reparticiones públicas tengan programas de formación para todos sus trabajadores que contemplen diversas temáticas referidas a la moral administrativa, las incompatibilidades, inhabilidades, conflictos de intereses, y toda otra temática vinculada  con la observancia y el respeto de las normas locales, nacionales e internacionales que buscan asegurar la eficacia de las medidas para prevenir y sancionar los actos de corrupción en el ejercicio de las funciones públicas. En este proyecto se establece, además, que sea obligatoria la asistencia a estos cursos y que el tiempo que duren los mismos se debe imputar a la jornada de trabajo del funcionario. 
- Intervención del Ministerio de Educación:



Por último,  y en el mismo sentido de la modificación analizada precedentemente, también se propone la intervención del Ministerio de Educación a los fines de coordinar cursos en los establecimientos de educación primaria y secundaria que versen sobre los aspectos vinculados con las normas de ética pública. 



De esta forma, de aprobarse la presente iniciativa, la ley 4895 contemplará la formación y capacitación en materia de ética pública tanto de funcionarios y trabajadores estatales como de niños, niños y adolescentes y tenderá a crear conciencia en la ciudadanía de los derechos y obligaciones vinculados con el ejercicio de la ética pública. 

 Considero que la coyuntura referida en el párrafo anterior generará un importante cambio cultural en la materia, lo que posibilitará una mayor transparencia en el manejo de fondos públicos, que es la aspiración de este proyecto de ley y uno de mis máximos objetivos como legisladora. 



Quiero expresar mi agradecimiento al Licenciado Lucas Ezequiel Fernández Gaido, cuyas sugerencias fueron de vital importancia para la elaboración de esta iniciativa. 



Por los motivos expuestos, solicito a los Sres. Diputados acompañen el presente proyecto de ley. 
Último cambio: 04/02/2016 14:33:00  -  Cantidad de caracteres: 14123 - Cantidad de palabras: 2607
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